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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 13 de setiembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Roncoroni, Negri, Pettigiani, Kogan, Genoud, Hitters, Soria, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 91.199, "Valdez, Miguel Angel contra Grau Heredia S.A. y otra. Accidente de trabajo".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 3 de Lanús declaró la inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y su competencia para seguir interviniendo en las presentes actuaciones, sin costas.

La codemandada Provincia A.R.T. S.A. dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:

I. El tribunal del trabajo declaró la inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y su competencia en las presentes actuaciones promovidas por Miguel Angel Valdez contra Grau Heredia S.A. y Provincia A.R.T. S.A., por las que pretende el cobro de indemnización por incapacidad fundado en derecho común.

II. Contra la resolución de grado la codemandada Provincia A.R.T. S.A. interpone recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

III. Veamos, en los presentes se pretende el resarcimiento integral por la incapacidad laboral sobreviniente con sustento en la responsabilidad civil del empleador.

La Ley de Riesgos del Trabajo vigente al momento del acaecimiento del hecho expresamente excluye dicha posibilidad salvo el supuesto de dolo [art. 39 aps. 1 y 2], motivo por el cual de pretender ocurrir por dicha vía se requiere lograr tachar de inconstitucional el mencionado precepto, con sustento en que la normativa especial no contempla la reparación del daño sufrido, atento el carácter de la afección determinante de la incapacidad [es decir cuando no son enfermedades profesionales] o en que la reparación resulte insuficiente, en ambos casos con sustento primordial en la violación del principio alterum non laedere.
En ese entendimiento queda claro para mí que se trata de una pretensión claramente extrasistémica, al igual que lo que ocurría cuando dicha posibilidad de opción era validada en el régimen anterior, lo que tenía por efecto entonces que se aplicara la legislación de fondo y los principios correspondientes al derecho civil [art. 16 de la ley 24.028], lo que encuentro debe también ocurrir ahora en casos como el que nos ocupa, no otorgando ultraactividad a la norma derogada, sino como consecuencia lógica del tipo de acción intentada.

Téngase en cuenta que no se pretende solamente hacer extensiva la responsabilidad por las prestaciones del sistema al empleador, sino que se requiere otro tipo de reparación más allá de aquélla.

La circunstancia que se traiga al proceso a la Aseguradora de Riesgos será a los fines de determinar en su momento si ésta responderá o no hasta el límite de su cobertura [extensión subjetiva de una eventual sentencia de condena], pero ello no puede determinar per se que para ello haya que descalificar un procedimiento administrativo y sus vías de impugnación [en sede administrativa y jurisdiccional federal] pensado para los reclamos sistémicos.

Ello importaría tanto como sostener que dicho procedimiento administrativo aparece como previo al inicio del requerimiento de la tutela judicial ante el Juez natural [arts. 18 y 75 inc. 12 de la Constitución nacional y 15 y 39.1 de la Constitución local], lo que no está previsto en ninguna norma vigente y, en su consecuencia, no puede ser exigido como paso previo prejudicial [art. 19 de la Constitución nacional].

Obsérvese que ni aún cuando por vía de excepción la Ley de Riesgos del Trabajo permite la acción civil [art. 39.3] establece tal tránsito previo.

En suma, en mi parecer una cosa es descalificar aquel procedimiento y la competencia funcional revisora de la justicia federal cuando se requieren las prestaciones del sistema y muy otra hacerlo cuando se trata de un reclamo basado en la responsabilidad civil del empleador, más allá del acierto o error del planteo traído.

Ratificando la competencia del tribunal de grado conforme la doctrina que dimana del precedente Ac. 68.662, "Alcaraz", I. del 30‑IX‑1997, concluyo que la declarada inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 es inoficiosa, debiendo volver los autos al tribunal de origen para que prosiga con las actuaciones.

Doy mi voto por la negativa.

Costas por su orden atento la forma de resolver y la dificultad interpretativa de la ley 24.557 [arts. 289 del C.P.C.C. y 19 de la ley 11.653].

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

1. La declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 resulta, en la especie, inoficiosa.

En efecto, habiendo sido deducida una acción de daños y perjuicios con fundamento en normas de derecho común la decisión del tribunal de origen de declararse competente debe ser confirmada por los fundamentos que surgen de la doctrina de este Tribunal expresada en las causas Ac. 68.662, "Alcaraz", sent. del 30‑IX‑1997; Ac. 88.720, "Juárez", sent. del 10‑IX‑2003. En oportunidad de dictar esas sentencias esta Corte expresó que la demanda por indemnización de daños y perjuicios que invoca la existencia de un contrato de trabajo es competencia de los tribunales de trabajo, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 2 inc. "a" de la ley 11.653, no siendo obstáculo para ello el dictado de la ley 24.557 desde que no ha sido modificada la competencia señalada.

2. En otro orden, cuadra poner de relieve que la doctrina que emana de las causas L. 75.708 y L. 82.871 y C. 2605 XXXVIII de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuyos fundamentos comparto, no resulta de aplicación en la especie toda vez que en este caso, a diferencia de los resueltos por aquellas sentencias, no se reclaman las prestaciones previstas en la ley 24.557 ni se resuelven conflictos suscitados con motivo de la aplicación de reglas derivadas de esa ley. Por el contrario, se procura una indemnización integral con fundamento en normas de derecho civil y, desde esa perspectiva, la norma del art. 46 de la ley 24.557 resulta inaplicable en la especie.

No obstante lo expresado, la decisión de mantener la competencia emitida por el tribunal de origen no debe, por los motivos expuestos en el punto 1., ser revocada, por lo que corresponde rechazar el recurso extraordinario deducido, con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

1. En relación a la aptitud jurisdiccional del tribunal de grado para intervenir en las presentes actuaciones, debo señalar que por las razones que habré de exponer ‑en sustancia, fincadas en la doctrina judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación‑ juzgo que la declaración de inconstitucionalidad pronunciada en la instancia de grado respecto de la norma del art. 46 de la ley 24.557 debe confirmarse.

a) Ante todo destaco la necesidad de brindar tratamiento al planteo de inconstitucionalidad de dicha norma aun en los supuestos ‑como el de autos‑ en que la reclamación impetrada ‑bien que por conducto de la impugnación del dispositivo del art. 39 de la misma ley‑ encuentra fundamento en las normas del Código Civil. Tal determinación indudablemente se impone, por razón de la hermeticidad y autosuficiencia del aludido régimen especial, con prescindencia del hecho que la Aseguradora de Riesgos del Trabajo integre o no la litis.

En efecto, considero que las directrices que emanan de las sentencias dictadas por este Tribunal en las causas L. 80.735, "Abaca" (del 7‑III‑2005) y L. 87.394, "V. de C., M.C." (del 11‑V‑2005) exhiben una virtualidad inequívoca, pues si a los fines de ejercer el control de constitucionalidad del art. 39 de la Ley de Riesgos del Trabajo es necesario transitar todo el proceso, para comprobar no sólo los presupuestos de la responsabilidad civil invocada sino también la suficiencia o no de las prestaciones que dicho régimen especial confiere a la víctima ‑como extensión del resarcimiento, en su cotejo con la reparación que correspondería a la misma en el marco del derecho civil‑, y toda vez que en esa instancia ‑y sólo entonces‑ podrá decidirse respecto de la atribución de la obligación indemnizatoria respecto del daño comprobado (entiéndase: al empleador, a la aseguradora o a ambos, precisamente, según el modo en que se acrediten las bases y fundamentos de sus respectivas responsabilidades), se impone indudablemente como previa la declaración de inconstitucionalidad de las normas de la ley 24.557 que, funcionales a la señalada hermeticidad, cercenen, limiten o excluyan la jurisdicción local para intervenir en ese proceso.

b) Definida entonces la necesidad de abordar esa temática, que sustenta la habilitación del órgano judicial de grado para intervenir en la composición de la contienda, destaco que no obstante la opinión que oportunamente hube de expresar en lo relativo a la constitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 (mis votos en las causas L. 76.978, del 28‑XI‑2001; L. 75.583, del 19‑II‑2002; L. 68.440, del 26‑II‑2003, entre otras), que dejo a salvo, teniendo en vista lo declarado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa C. 2605.XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c/Cerámica Alberdi" (sent. del 7‑IX‑2004) y su gravitación que ‑más allá de lo que pueda sostenerse sobre su eventual aptitud vinculatoria‑ cabe reconocerle en todo caso atento su ubicación en la cúspide del ordenamiento judicial (arts. 5, 108, 123 y 127, Constitución nacional), razones de economía y celeridad procesal me llevan a adoptar el criterio allí abrazado y, por ende, confirmar en este caso la declaración de inconstitucionalidad pronunciada en la instancia de grado de la norma del art. 46 de la citada ley. 

2. Por lo expuesto, corresponde rechazar el recurso interpuesto, confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557, debiendo volver la causa al tribunal de origen para que disponga la prosecución de las actuaciones según su estado.

Costas por su orden atento la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la negativa. 

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

Adhiero a la propuesta decisoria del doctor Roncoroni, pero discrepo con los fundamentos expuestos en su voto.

I. Lo resuelto por el tribunal a quo, respecto a la invalidez constitucional del art. 46 de la Ley de Riesgos del Trabajo deberá ser confirmado, por las siguientes razones.

La consideración del tema se impone, en el caso, a la luz de la doctrina de los precedentes de esta Corte registrados como L. 80.735, "Abaca", sent. del 7‑III‑2005, L. 81.826, "Yaman" y L. 87.394, "V. de C., M.C. y otros", sentencias del 11‑V‑2005.

Conforme quedó establecido en dichas causas, para que prospere un reclamo por infortunio laboral con arreglo al régimen del derecho civil, es necesario transitar todo el proceso para recién al momento de dictarse la sentencia de mérito, llevar a cabo el control de constitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557. De tal suerte, deviene inexorable el tratamiento, como cuestión previa, del planteo de inconstitucionalidad de aquellas normas del régimen especial que ‑tal y como se desprende de su art. 46‑ excluyen a la jurisdicción local para entender en estos procesos.

Sentado ello, y como ha hecho mención el Tribunal en su pronunciamiento, esta Corte se ha expedido al respecto en la causa L. 75.708, "Quiroga" (sent. del 23‑IV‑2003) al establecer la competencia de la justicia laboral provincial; decisión que, a su vez, fuera confirmada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación con fecha 15‑II‑2005, por presentar sustancial analogía con el pronunciamiento que dictara el 7 de septiembre de 2004 in re "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.". Criterio reafirmado por el Alto Tribunal en las causas "Paccetti, Daniel c/ Duvi S.A. s/ enfermedad"; "Serleto, Roberto c/ Línea Expreso Liniers" y "González, Eduardo c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad", (todas fechadas el 10 de mayo de 2005), ante demandas fundadas en disposiciones del derecho común, razón por lo cual la queja resulta improcedente.

II. Por lo expuesto, corresponde rechazar el recurso interpuesto, confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557, debiendo volver la causa al tribunal de origen para que disponga la prosecución de las actuaciones según su estado.

Costas por su orden atento la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

En el precedente de esta Corte registrado como L. 75.708, "Quiroga", sent. del 23‑IV‑2003 se declaró la inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557, postura a la cual adhiero y que ha sido recientemente ratificada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la causa C. 2605 XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi".

Por todo lo expuesto corresponde rechazar el recurso extraordinario interpuesto y confirmar el decisorio del tribunal de grado en cuanto declaró la inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557.

Con costas por su orden atento las dificultades interpretativas generadas por dicha norma (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

Adhiero al voto de la colega doctora Kogan y remito a las consideraciones que he desarrollado en mi voto en la causa L. 75.708, "Quiroga" (sent. del 23‑IV‑2003).

Costas por su orden atento la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

I. El recurso no es atendible.

Atento a la defensa que se formula respecto del régimen de competencia y procedimental contenido en la ley 24.557, recuerdo que esta Suprema Corte se ha expedido sobre el particular con argumentos jurídicos contrarios a los postulados por el recurrente (cfr. L. 75.708, "Quiroga", sent. de 23‑IV‑2003; L. 82.871, "Chávez", sent. de 1‑IV‑2004, entre otras) concluyendo sobre la inconstitucionalidad de los arts. 21, 22 y 46 de la Ley de Riesgos del Trabajo.

Para más, en lo relativo al art. 46 del mentado régimen, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa C. 2605. XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A." (sent. de 7‑IX‑2004) ha declarado su inconstitucionalidad con sustento en similares razones a las vertidas por este Tribunal en los pronunciamientos antes señalados.

Para más, esta línea interpretativa se refuerza a tenor de la doctrina sentada por este Tribunal en las causas L. 80.735, "Abaca" (sent. de 7‑III‑2005), L. 75.295, "A., E.E." (sent. de 30‑III‑2005) y L. 87.394, "V. de C., M.C." (sent. de 11‑V‑2005). En efecto, si como se estableciera en dichos precedentes, para que prospere un reclamo por infortunio laboral con arreglo al régimen del derecho civil, es necesario transitar todo el proceso para, recién al momento de dictarse la sentencia, (a) declarar la inconstitucionalidad del art. 39 de la ley 24.557 al comprobarse la insuficiencia reparadora del sistema del seguro y (b) establecer que el daño comprobado sea atendido por quien resulte en definitiva obligado a su pago ‑esto es, la compañía Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador o ambos, según el modo en que hayan quedado acreditadas las bases de sus respectivas responsabilidades‑ entonces, se impone como cuestión previa la declaración de inconstitucionalidad de normas de la ley 24.557 que cercenen, restrinjan o imposibiliten la jurisdicción local para entender en dicho proceso para los supuestos de reclamaciones encuadradas en el ordenamiento civil donde el empleador y/o la Administradora de Riesgos del Trabajo integren la litis.

En conclusión, propongo confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 efectuada por el tribunal de la instancia. Ello así, según los fundamentos que conforman la doctrina de las causas L. 75.708, "Quiroga" (sent. de 23‑IV‑2003), L. 82.871, "Chavez" (sent. de 1‑IV‑2004) y el precedente "Castillo" (sent. del 7‑IX‑2004) de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y por imperativo procesal a tenor del criterio sentado en las causas L. 80.735, "Abaca" (sent. de 7‑III‑2005), L. 75.295, "A., E.E." (sent. de 30‑III‑2005) y L. 87.394, "V. de C., M.C." (sent. de 11‑V‑2005). 

Tal temperamento se condice con la reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según se desprende de la causa P. 349. XL, "Paccetti, Daniel Fernando c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad" (sent. de 10‑V‑2005).

II. De tal forma y siendo que la recurrente no ha desarrollado argumentos novedosos que ameriten la revisión de lo decidido en aquellos precedentes, el remedio extraordinario debe rechazarse en la forma propuesta por la doctora Kogan en el ap. II de su voto, al que adhiero.

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

Anticipo mi adhesión a la propuesta de la doctora Kogan, agregando las siguientes consideraciones.

Reducido el ataque a la declarada inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 (L.R.T.), en un caso donde el reclamo busca amparo en las disposiciones de derecho común, me remito a lo que expusiera en la causa L. 89.344, "Paz" (sent. del 14‑XII‑2005). Allí sostuve que el mencionado art. 46 atenta contra las autonomías provinciales y desvirtúa el sistema federal establecido en la Carta Magna pretendiendo suplir o modificar con una ley nacional el procedimiento laboral establecido para esta provincia por la ley 11.653, sin advertirse la existencia de necesidades reales que autoricen esta restricción de las autonomías regionales.

Asimismo, reitero mi adhesión a anteriores pronunciamientos de mis distinguidos colegas, compartiendo que para llevar a cabo un auténtico control de la constitucionalidad del art. 39 de la misma Ley de Riesgos del Trabajo (tal como se requiere por la más reciente doctrina de la Corte Suprema, a partir de la causa "Aquino") resulta de toda necesidad tramitar la totalidad del proceso y arribar a la sentencia con todos los elementos indispensables para tal evaluación.

Por fin, debo señalar que es ésta la corriente que viene imponiéndose en la Corte Suprema desde que, al hacer suyo el dictamen del señor Procurador Fiscal, en las causas P. 349. XL, "Paccetti, Daniel c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad"; S. 2012. XXXIX, "Serleto, Roberto c/ Línea Expreso Liniers" y G. 390. XL, "González, Eduardo c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad" (todas fechadas el 10 de mayo de 2005), confirmó que corresponde hacer extensivas las consideraciones vertidas en la causa "Castillo c/ Cerámica Alberdi" a situaciones donde se invoca el amparo del derecho común.

Así, pues, adhiriendo también a la doctora Kogan en cuanto propone remitir las actuaciones al tribunal de origen para que allí la causa prosiga el trámite de acuerdo a su estado e imponer las costas por su orden, voto por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído, y se confirma la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que prosigan el trámite según su estado. Las costas, por mayoría, se imponen en el orden causado atento a la forma en que se resuelve el recurso y las dificultades interpretativas generadas por la ley 24.557 (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese.
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